
En la Ciudad de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, a los 1días de octubre de 2014 se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Primera de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro, Dres. Hugo O.H. Llobera y Carlos Enrique Ribera (artículos 36 y 48 de la ley 5.827), para dictar sentencia en el juicio: "MIRANDA ANIBAL ROBERTO C/ CAMPODONICO HECTOR HORACIO Y OTRO S/ COBRO ORDINARIO" y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres.Ribera y LLobera, resolviéndose, plantear y votar la siguiente: 

CUESTION 

¿Es justa la sentencia apelada? 

VOTACION 

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DR.RIBERA, DIJO: 

1. La sentencia apelada (fs. 480/7) rechaza la demanda por cobro de pesos iniciada por Aníbal Roberto Miranda contra Héctor Horacio Campodónico, hace lugar a la reconvención por disolución de sociedad de hecho, difiere la liquidación para su oportunidad, hace lugar a la defensa de falta de legitimación pasiva opuesta por Cecilia Nancy Gula, a quien impone la totalidad de las costas y difiere la regulación de honorarios. 

2. El recurso de apelación interpuesto por la actora (fs. 488), fue fundado a fs. 508/14 y contestado por el demandado Campodónico a fs. 521/2. 

3. Agravios y contestación 

La parte actora se queja por el rechazo de la demanda, solicita que se deje sin efecto la sentencia y que se haga lugar a la demanda. Luego de recordar los antecedentes de autos y de la sentencia apelada, critica la decisión porque: 

se omitió analizar el acta notarial mediante la cual se comunicó la decisión de desvincularse de la sociedad de hecho (cfr. art.22 de la Ley 19.551); 

no se tuvo en cuenta que entre la fecha del acta notarial y la nueva habilitación municipal transcurrieron menos de 90 días y no un año como se afirma en la sentencia; 

no se tuvo en cuenta la declaración de los testigos Zapata y Seta cuando afirman que la heladería cambió de nombre y que el demandado Campodónico continúa trabajando en el comercio donde funcionaba la sociedad de hecho; 

se afirma que no es de aplicación la Ley de Transferencia de Fondo de Comercio y que se haya concluido que no hay pruebas que acrediten que la nueva heladería que funciona en el local es continuadora de la que explotaba como socio con el demandado; 

las costas a su parte no han sido impuestas de manera razonada y solicita que para el improbable caso que se confirme la sentencia, se impongan por el orden causado. 

Al contestar el traslado el codemandado y reconviniente Héctor H. Compodónico dice que los agravios del actor son una remisión a situaciones anteriores que jamás probó y que no se explica por qué los argumentos utilizados en la sentencia han sido mal empleados. 

Manifiesta que en la mencionada acta notarial el actor le comunicó su decisión de desvincularse de la sociedad de hecho, no así la disolución en sí misma. 

En cuanto a la valoración de la prueba en la sentencia, afirma que lo expuesto en los agravios es un simple disenso, por lo cual pide que el recurso sea rechazado. 

4. Breves antecedentes 

En la sentencia se hace una detenida referencia a los hechos que relacionaron comercialmente a las partes, que son fundamento de la presente causa.Por ello solo haré mención de los que me parecen esenciales para decidir el recurso interpuesto por el actor. 

La demanda fue iniciada por Aníbal Roberto Miranda por cobro de pesos contra Héctor Horacio Campodónico y contra Cecilia Nancy de Gula titular del fondo de comercio "El Artesano". 

Dice que constituyó una sociedad irregular con el codemandado Campodónico habiendo suscripto el 1°/8/1999 el "Contrato de sociedad de hecho" de fs. 120, aportando el actor la totalidad del capital inicial (60.000 $), pese a que correspondía por mitades, suma que nunca le fue restituida por su ex socio (30.000 $). Agrega que su parte pagó los alquileres del local donde funcionaba el comercio que explotaban "Cleo Helados", y que habiendo incurrido en mora en dicha obligación por la cual el locador promovió juicio ejecutivo, también afrontó íntegramente el pago de 35.000 $, pese a que se trataba de una carga de ambos socios. 

El 2/1/2006 se firmó el instrumento de fs. 122, como anexo del referido contrato social, que en lo referido a esta litis, las partes: 

?declararon que se pagarían "...todas las deudas existentes a la fecha" (cláusula 1ª); 

?se autorizaron recíprocamente "a retirar en partes iguales a favor de ANÍBAL ROBERTO MIRANDA... y HÉCTOR HORACIO CAMPODÓNICO..., en cuotas semanales consecutivas y alternativas (a cada uno) hasta completar el valor de 794 Kg de helado Cleo" (cláusula 2ª); y 

?se pactó "retirar dinero a favor del señor ANÍBAL ROBERTO MIRANDA, el equivalente a 10.676 kg. y al señor HÉCTOR HORACIO CAMPODÓNICO el equivalente a 1.100 kg de helado cleo (sic), en forma semanal y luego de haber pagado las cuentas de la semana anterior y los pagos de los servicios correspondientes a esa semana" (cláusula 3ª). 

Teniendo en cuenta tales antecedentes, habiendo manifestado el actor el incumplimiento del demandado y su comunicación de no continuar adelante con la sociedad, Miranda reclama en esta acción el pago 344.100 $ (23.820 $, equivalente a 749 kg. de helado más 320.280 $, equiv.a 10.676 kg., a 30 $ por kg., fs. 51). 

Dice que a ello deberá adicionarse la mitad de las máquinas, herramientas, muebles y útiles que tenía la sociedad, sin estimar valor alguno (fs. 51 vta.). 

Posteriormente amplía el monto reclamado al decir que el objeto de la demanda es por el cobro de 557.442 $, pero sin aclarar cómo arriba a dicha suma (art. 320 del C.P.C.C., fs. 162). 

Por su parte el codemandado Héctor Horacio Campodónico reconoció la sociedad de hecho, la documentación suscripta entre las partes en cuanto al convenio donde se reconocieron recíprocamente el derecho a retirar mercadería, pero manifiesta que ninguna de las partes lo pudo hacer efectivo debido a que la sociedad no generó ingresos. Por ello y otras argumentaciones, pidió el rechazo de la demanda y reconvino por disolución y liquidación de la sociedad (fs. 225/229), lo cual fue contestado por el actor (fs. 266/268). 

5. La sentencia recurrida 

La sentencia rechazó el cobro de pesos e hizo lugar a la reconvención por disolución y liquidación de la sociedad, para lo cual dijo que: 

?los reclamos formulados entre los socios, fundados en lo acordado en el contrato social, en esta clase de entes sólo resultan atendibles en la etapa de la liquidación, lo cual es posterior a su disolución (art. 22, Ley 19.550); 

?que la sociedad se disolvió con la reconvención de Campodónico. 

En la decisión apelada también se hizo lugar a la defensa de falta de legitimación pasiva opuesta por Cecilia Nancy Gula como titular del fondo de comercio "El Artesano". 

En los agravios referidos, el actor solicita que se revoque la sentencia y que se haga lugar a la demanda. En ningún momento expresa agravios en cuanto a la procedencia de la excepción, ni formula la crítica que exige el art.260 del C.P.C.C. 

Por ello solo me referiré a la demanda por cobro de pesos y a la reconvención de manera conjunta, pues en el memorial no se hace distinción alguna. 

6. La liquidación de la sociedad como etapa ineludible al reclamo del actor 

La liquidación es un estadio de la vida de la sociedad que generalmente se inicia con la disolución, y que tiene por objeto determinar la situación patrimonial de la sociedad al tiempo de la disolución, realizar el activo y cancelar el pasivo, cobrar los créditos y pagar las deudas, para culminar con la partición en la que cada socio percibe la cuota o parte que le corresponde en la liquidación. Este procedimiento está minuciosamente regulado por los arts. 101 a 112 de la ley 19.550. No obstante, los socios pueden efectuarlo de modo distinto a las pautas señaladas por la ley societaria, estableciéndose una serie de operaciones simplificadas que conduzcan al mismo resultado. Ello, siempre que no perjudiquen los derechos de los acreedores, pues el proceso liquidatorio está previsto legalmente en beneficio prioritario de los terceros. 

Siendo este proceso de carácter obligatorio, su omisión obsta a la reclamación del cobro de pesos pretendido por el actor, pues todo lo relativo a la terminación de los asuntos sociales pendientes y la distribución del activo neto resultante, se debe tramitar del modo legalmente establecido (art. 22, 98, 101, 103, 106, 110 y ccs. de la ley 19.550; causas 37.668, 38.808, 42.249, 43.369, 44.566, 46.784, entre otras). 

En este orden y operada la disolución de la sociedad, debe necesariamente procederse a la liquidación, que constituye una consecuencia jurídica natural de aquella. El proceso liquidatorio supone la transformación de la actividad de producción o intermediación propia del objeto social, a una actividad limitada a concluir con los compromisos pendientes, realizando el activo, cancelando el pasivo y procediendo a la partición del remanente entre los socios.De ello resulta que la disolución de la sociedad de hecho no apareja por sí la aniquilación jurídica del ente, porque la sociedad subsiste a los efectos de su liquidación. 

Recién en ese período, será el liquidador quien exija de quien o quienes hayan ejercido la administración societaria las rendiciones de las cuentas pertinentes (arg, art. 101 ley 19.550, 34 inc. 4º y 163 inc. 6º del Código Procesal), para finalmente determinar el activo neto de la sociedad, si existiera, y su distribución entre los socios. 

La jurisprudencia de nuestra Provincia, es coincidente con lo decidido por el fallo apelado, pues tiene dicho que "tratándose de la disolución de una sociedad de hecho, los socios tienen derecho a pedir la restitución de los que hubieren aportado a la sociedad y liquidación de las operaciones realizadas en común; el proceso liquidatorio tiene por objeto f iniquitar el patrimonio social, integrado por un activo y un pasivo, su finalidad es revertir al patrimonio de los socios los bienes aportados a la entidad; el proceso liquidatorio está instituido y organizado en beneficio de los socios. Es decir que las acciones que los socios tienen entre sí (basados en la norma del art. 1663 del Cod. Civil), son para: a) exigirse la restitución de aportes; b) liquidar operaciones sociales y c) participación en ganancias y bienes adquiridos, entre otras" (CACC Lomas de Zamora, sala I, "Rabolini Juan y otros c/Etkin Marina s/Disolución de sociedad", 66739 RSD-112-9 S, 16/6/2009). 

Por otro lado, cabe agregar que si se admitiera el pedido del actor, haciendo lugar al cobro de pesos sin pasar previamente por la etapa de liquidación de la sociedad de hecho, se afectaría a formas sustanciales del proceso y de defensa del demandado (art. 18 Const.Nac.)(CACC San Martín, sala I, "Arias, Ricardo Omar c/Jardon, Graciela Cristina s/Homologación de convenio", 55138 RSD-287-4 S 17/8/2004). 

Recordemos que para poner fin a un estado de incertidumbre jurídica, motivada por la situación anómala de la sociedad de hecho, la ley 19.550 prevé sólo la acción de disolución en los términos del art. 22 y ninguna otra antes de esa oportunidad. En consecuencia, la demanda por cobro de pesos no es procedente. La limitación surge del texto del art. 23 de la Ley de Sociedades, citada en la sentencia apelada, que veda a los socios invocar derechos o defensas nacidas del contrato social, consagrando así el principio de inoponibilidad de éste entre los socios, de modo que éstos, hasta la disolución de la sociedad, no pueden solicitar judicialmente la protección de sus derechos, entre ellos exigir el cobro obligaciones pactadas en el contrato social (CA1CC La Plata, sala III, "Lamonaco, Ana María c/Mucci, Plácido s/Rendición de cuentas y entrega de administración", 226313 RSD-164-97 S, 13/5/1997). 

Por ello es que no puede reconocerse al actor en esta etapa el derecho a cobrar un supuesto crédito, porque ello será eventualmente consecuencia de la disolución y no a la inversa puesto que ésta implica, indiscutiblemente, la entrada en la etapa liquidatoria y a su vez conlleva la realización del activo para cancelar el pasivo y distribuir o partir el remanente (arts. 99, 101, 103, 105 y concs.Ley 19.550)(CA1CC La Plata, "Lamonaco, Ana María c/Mucci, Plácido s/Rendición de cuentas y entrega de administración", citada). 

En cuanto a la crítica que se hace al fallo respecto a que no se tuvo en cuenta la prueba testimonial ofrecida, cabe mencionar que tal como lo ha dicho nuestro máximo Tribunal provincial, los jueces no tienen el deber de expresar en la sentencia la valoración de todas la pruebas producidas, sino únicamente aquéllas que fueran esenciales y decisivas para fallar la causa, siendo soberano en la selección de las mismas, pudiendo inclusive preferir unas y descartar otras, como aconteció en la especie, al dar los motivos por los cuales se tuvo por acreditada la relación societaria y la necesidad de pasar por la etapa de liquidación, para determinar la procedencia del reclamo del actor (SCBA, "Nasif, MArgarita Silvia c/Nasif, Juan José y otro s/Disolución de la sociedad de hecho", C 118170 S, 7/5/2010). 

Por las consideraciones realizadas, opino que debe confirmarse la sentencia recurrida, rechazando el recurso de apelación. Por ello propongo que así se decida. 

7. Costas 

Las costas por la demanda por cobro de pesos y por la reconvención por disolución y liquidación de la sociedad, fueron impuestas en su totalidad al actor, lo cual es motivo de agravios por dicha parte (fs. 512 vta./3). 

En nuestro sistema procesal, los gastos del juicio deben ser satisfechos -como regla- por la parte que ha resultado vencida en aquél. Ello así, en la medida que las costas son corolario del vencimiento (arts. 68, 69 y 558, C.P.C.C.) y se imponen no como una sanción sino como resarcimiento de los gastos provocados por el litigio, gastos que deben ser reembolsados por el vencido. 

La Corte Suprema ha resuelto en reiteradas oportunidades que el citado art. 68 consagra el principio del vencimiento como rector en materia de costas, que encuentra su razón de ser en el hecho objetivo de la derrota:de modo que quien resulta vencido debe cargar con los gastos que debió realizar la contraria para obtener el reconocimiento de su derecho (cfr. CSJN, Fallos: 312:889, entre muchos otros). 

Sin embargo, si bien esa es la regla general, la ley también faculta al Juez a eximirla, en todo o en parte, siempre que encuentre mérito para ello (arts. 68 y ss.). 

Así es que la imposición de las costas en el orden causado o su eximición -eventualmente-, procede en los casos en que por la naturaleza de la acción deducida, la forma como se trabó la litis, su resultado o en atención a la conducta de las partes su regulación requiere un apartamiento de la regla general (Carlos Colombo y Claudio Kiper, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, T. I, p. 491). 

Ahora bien, analizados los antecedentes del litigio, no pareciera darse en el caso ningún supuesto de excepción que autorice a apartarse de la regla general ut supra mencionada toda vez que en el sub lite ha sido rechazada la demanda en todas sus partes y se hizo lugar a la reconvención, sin que se adviertan razones valederas para sustraer este caso del criterio objetivo del vencimiento (art. 68, C.P.C.C.). 

Cabe agregar en cuanto a la reconvención por disolución y liquidación de la sociedad, que si bien no hubo reclamo por parte del demandado con anterioridad a este proceso, el actor se opuso y solicitó su rechazo, lo cual no prosperó (266/8). 

En tales condiciones, entiendo que las costas devengadas en la anterior instancia han sido bien impuestas en su totalidad al actor en su calidad de único vencido en el proceso, solución que corresponde hacer extensiva a las costas derivadas de su actuación ante esta Alzada, por análogas razones (art. 279 y 68, C.P.C.C.). 

Por todo lo expuesto, voto por la AFIRMATIVA. 

Por los mismos fundamentos, el Dr. LLobera votó también por la AFIRMATIVA. 

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente 

SENTENCIA 

Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, se confirma la sentencia de fs. 480/7 en todo lo que ha sido motivo de agravios. 

Las costas de esta Alzada se imponen a la parte actora en su condición de vencida. 

Se difiere la regulación de los honorarios para su oportunidad legal (art. 31 de la ley 8.904). 

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 

Carlos Enrique Ribera 

Juez 

Hugo O. H. Llobera 

Juez 

Miguel L. Álvarez 

Secretario
